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A U T O 17/20 

 
ILMO SR MAGISTRADO JUEZ D. FRANCISCO JOSÉ FLORES DE LA CRUZ 
 

En Badajoz a veintisiete de marzo de dos mil veinte. 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- En este Juzgado se ha incoado procedimiento de 

medidas cautelares 274/2020. 

SEGUNDO.- Tratándose de una petición de medidas cautelares 

inaudita parte es procedente proceder a su resolución 

inmediata. 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 

 

PRIMERO.- Establece el artículo 79 LRJS qXe ³1. Las medidas 

cautelares que resulten necesarias para asegurar la efectividad 

de la tutela judicial que pudiera acordarse en sentencia se 

regirán por lo dispuesto en los artículos 721 a 747 de la Ley 
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de Enjuiciamiento Civil con la necesaria adaptación a las 

particularidades del proceso social y oídas las partes, si bien 

podrá anticiparse en forma motivada la efectividad de las 

medidas cuando el solicitante así lo pida y acredite que 

concurren razones de urgencia o que la audiencia previa puede 

comprometer el buen fin de la medida cautelar. 

Cuando el proceso verse sobre la impugnación de actos de 

Administraciones públicas en materia laboral y de seguridad 

social, la adopción de medidas cautelares se regirá, en lo no 

previsto en esta Ley, por lo dispuesto en la Ley 29/1998, de 13 

de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa, en sus artículos 129 a 136. 

Los trabajadores y beneficiarios de prestaciones de Seguridad 

Social y los sindicatos, en cuanto ostentan la representación 

colectiva de sus intereses, así como las asociaciones 

representativas de los trabajadores autónomos económicamente 

dependientes, estarán exentos de la prestación de cauciones, 

garantías e indemnizaciones relacionadas con las medidas 

cautelares que pudieran acordarse. 

2. El órgano judicial, de oficio o a instancia de parte 

interesada o del Fondo de Garantía Salarial, en los casos en 

que pueda derivarse su responsabilidad, podrá decretar el 

embargo preventivo de bienes del demandado en cuantía 

suficiente para cubrir lo reclamado en la demanda y lo que se 

calcule para las costas de ejecución, cuando por aquél se 

realicen cualesquiera actos de los que pueda presumirse que 

pretende situarse en estado de insolvencia o impedir la 

efectividad de la sentencia. 

3. El órgano judicial podrá requerir al solicitante del 

embargo, en el término de una audiencia, para que presente 

documentos, información testifical o cualquier otra prueba que 

justifique la situación alegada. En los casos en que pueda 



    

 

derivarse responsabilidad del Fondo de Garantía Salarial, éste 

deberá ser citado a fin de señalar bienes. 

4. La solicitud de embargo preventivo podrá ser presentada en 

cualquier momento del proceso antes de la sentencia, sin que 

por ello se suspenda el curso de las actuaciones. 

5. En reclamaciones derivadas de accidente de trabajo y 

enfermedad profesional, sin perjuicio de las medidas 

anteriores, podrán acordarse las referidas en el apartado 1 del 

artículo 142 en relación con el aseguramiento empresarial al 

respecto, así como el embargo preventivo y demás medidas 

cautelares previstas en este artículo respecto de cualquier 

clase de responsabilidades empresariales y de terceros 

derivadas de dichas contingencias. 

6. En procedimientos referidos a las resoluciones de la 

autoridad laboral sobre paralización de trabajos por riesgo 

para la seguridad y salud de los trabajadores, así como en caso 

de responsabilidad empresarial sobre enfermedades profesionales 

por falta de reconocimientos médicos, podrán adoptarse las 

medidas a que se refiere el apartado anterior de este artículo 

a efectos del aseguramiento de las responsabilidades 

empresariales derivadas, conforme a lo dispuesto en el artículo 

195 y apartado 2 del artículo 197 del Texto Refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 

7. En los procesos en los que se ejercite la acción de 

extinción del contrato de trabajo a instancia del trabajador 

con fundamento en el artículo 50 del Estatuto de los 

Trabajadores en aquellos casos en los que se justifique que la 

conducta empresarial perjudica la dignidad o la integridad 

física o moral de trabajador, pueda comportar una posible 

vulneración de sus demás derechos fundamentales o libertades 

públicas o posibles consecuencias de tal gravedad que pudieran 

hacer inexigible la continuidad de la prestación en su forma 



    

 

anterior, podrá acordarse, a instancia del demandante, alguna 

de las medidas cautelares contempladas en el apartado 4 del 

artículo 180 de esta Ley con mantenimiento del deber 

empresarial de cotizar y de abonar los salarios sin perjuicio 

de lo qXe pXeda resolYerse en la senWencia´. 

 

SEGUNDO.- Ante este juzgado se ha presentado solicitud de 

medidas caXWelares ³inaudita parte´ qXe han sido WXrnadas a 

este Juzgador en el día de hoy. 

En concreto se solicita por la parte actora que se garantice 

la protección eficaz en materia de seguridad y salud en el 

trabajo de los profesionales mediante la dotación de batas 

impermeables, mascarillas FPP2, FPP3, gafas de protección y 

contenedores grandes de residuos. 

 

Este Juzgador es conocedor del dictado de resoluciones en 

asuntos similares tanto por juzgados de base como por el 

Tribunal Supremo. 

Por parte de este último órgano jurisdiccional se ha resuelto 

mediante auto de fecha 25 de marzo de 2020 en el siguiente 

senWido ³No es obstáculo, desde el punto de vista de nuestra 

competencia jurisdiccional que las medidas pretendidas deban 

requerirse al Ministerio de Sanidad. No lo es porque se sitúan 

en el marco creado por la declaración del estado de alarma 

efectuada por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y 

dicho Real Decreto erige al Gobierno en autoridad competente 

(artículo 4) a los efectos del mismo, sin perjuicio de que el 

ejercicio de las funciones contempladas en esa disposición 

pueda delegarse en otras autoridades, entre las que se cuenta 

el Ministro de Sanidad. 

Despejado así el camino, debemos decir que no se dan los 

presupuestos necesarios para acordar la medida positiva, esto 



    

 

es, previa al proceso y sin audiencia de la Administración 

frente a la que se solicita. 

La Sala es consciente de la emergencia en que nos encontramos 

y también de la labor decisiva que para afrontarla están 

realizando especialmente los profesionales sanitarios. Tampoco 

desconoce que deben contar con todos los medios necesarios 

para que la debida atención a los pacientes que están 

prestando de forma abnegada no ponga en riesgo su propia 

salud, ni la de las personas con las que mantengan contacto. Y 

coincide en que se han de hacer cuantos esfuerzos sean 

posibles para que cuenten con ellos. Sucede, sin embargo, que 

no consta ninguna actuación contraria a esa exigencia evidente 

y sí son notorias las manifestaciones de los responsables 

públicos insistiendo en que se están desplegando toda suerte 

de iniciativas para satisfacerla. En estas circunstancias, 

como hemos dicho, no hay fundamento que justifique la adopción 

de las medidas provisionalísimas indicadas. Es decir, no se 

han traído a las actuaciones elementos judicialmente 

asequibles, los únicos que cabe considerar en el proceso, en 

cuya virtud deban acordarse sin oír a la Administración. 

Procede en consecuencia, denegar la solicitud y acordar que, 

previa la interposición del correspondiente recurso 

contencioso-administrativo, se tramite la pieza ordinaria de 

medidas cautelares conforme a los artículos 129 y siguientes 

de la Ley de la Jurisdicción en cuyo seno la Sala pueda 

pronunciarse ya con conocimiento de todos los extremos 

precisos´. 

 

Dicha resolución se ha dictado por la Sala Tercera, Sección 

cuarta del Tribunal Supremo. 

 

Si bien el hecho de tratarse de un órgano de la jurisdicción 

contencioso-administrativo no es razón suficiente como para 



    

 

apartarse del criterio sentado cuando, como es el caso, la 

razón de pedir, la argumentación y los fundamentos son 

sustancialmente iguales sirviéndonos los argumentos recogidos 

para la resolución de la controversia que aquí se nos plantea. 

 

En este sentido es de destacar desde esta resolución el 

esfuerzo ímprobo y abnegado que están realizando los 

profesionales sanitarios en el marco de la calamitosa 

situación que vive España en unas condiciones lamentables que 

suponen poner en riesgo su salud y las de quienes les rodean o 

respecto de aquellas personas con las que pueden entrar en 

contacto. 

 

La situación en la que actualmente nos encontramos es la de 

centenas de fallecidos y miles de contagiados diarios en todo 

el territorio nacional con la previsión además de que las 

cifras actuales van a ser incrementadas. 

 

Además de lo anterior, es hecho notorio y conocido que los 

profesionales sanitarios están desempeñando su labor sin las 

más elementales medidas que puedan garantizar contagios 

indeseados por cuanto existe una situación de 

desabastecimiento mundial. 

 

La administración sanitaria es incapaz de abastecerse y por 

ende de dotar a los profesionales de los EPIs necesarios para 

el desarrollo de su labor en condiciones de normalidad  

 

En este lamentable marco se plantea por parte del Sindicato 

Medico de Extremadura una solicitud que de acuerdo con los 

artículo 7, 17, 21 y 22 de la Ley 31/1995 y 10, del RD 39/1997 

por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo podría ser 

pertinente teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto. 



    

 

 

Sin embargo hemos de tener en cuenta dos circunstancias. 

 

Por un lado que la promulgación del RD 463/2020 ha otorgado un 

nuevo sentido a lo anterior atribuyendo al Gobierno como 

autoridad competente y al Ministro de Sanidad (artículo 4.1 y 

2) la facultad de dictar las instrucciones y de llevar a cabo 

las adquisiciones que prevean como pertinentes. 

Estamos por tanto ante un marco distinto y alejado de las 

reglas normales de competencia. 

 

Esta centralización de las adquisiciones no impide a las CCAA 

adquirir dichos elementos si bien autoriza a la autoridad 

competente a su distribución y racionalización pudiendo 

suponer que una eventual resolución de este juzgado estimando 

la pretensión deviniera en la práctica como inejecutable. 

 

Incluso podría llegarse a entender que en este estado de 

excepcionalidad institucional que vivimos este Juzgado podría 

carecer de competencia para sustanciar una petición que se 

refiere al Ministerio de Sanidad y a su Ministro como 

autoridad delegada no considerándose consecuentemente a la 

demandada como legitimada pasivamente. 

 

En segundo lugar y acogiendo el argumento ya señalado por el 

Tribunal Supremo las autoridades competentes están realizando 

a priori todos los esfuerzos para obtener dichos medios sin 

que pueda atribuirse una vulneración de su competencia. 

El problema de raíz o base es la imposibilidad de adquirir mas 

equipos. 

 



    

 

Es por todo lo anteriormente expuesto procede la desestimación 

de la medida cautelar solicitada por no concurrir los 

requisitos para su adopción. 

 

TERCERO.- No procede la imposición de costas. 

 

En atención a lo expuesto 

 

PARTE DISPOSITIVA 

 

Acuerdo desestimar la petición de medidas cautelares efectuada 

en este procedimiento no habiendo lugar a lo solicitado en su 

escrito rector. 

 

Notifíquese esta sentencia a las partes con instrucción de que 

no es firme y contra ella puede interponerse recurso de 

suplicación ante la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 

Justicia de Extremadura, debiendo anunciarse en este juzgado 

por comparecencia ante el Letrado de la Administración de 

Justicia o por escrito presentado en el plazo de CINCO DÍAS 

HÁBILES, contados a partir del siguiente al de notificación de 

la sentencia. 

 
 
 
Así lo acuerda y firma SSª. Doy fe. 
 

EL JUEZ   LA LETRADA DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
 
 
 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. Los datos personales incluidos en esta resolución no 
podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 


